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de Viena sobre relaciones diplomáticas 8. Hay una gran
diferencia entre la situación en la diplomacia bilateral
y la regulada por el artículo 44. Con arreglo a la Conven-
ción de Viena sobre relaciones diplomáticas, cabe
al Estado huésped la posibilidad de declarar persona
non grata a un agente diplomático y este recurso puede
utilizarse para expulsar del territorio del Estado huésped
al agente diplomático que ha infringido las leyes o
reglamentos penales del país. De hecho, la simple
existencia de este recurso suele ser suficiente, ya que
el Estado que envía retira normalmente al agente diplo-
mático a fin de evitar una situación y una publicidad
embarazosas.

70. En el presente caso no se dispone de un procedi-
miento análogo. No niega que es lógico que el Estado
huésped no pueda declarar persona non grata al miembro
de una misión permanente acreditada ante una organi-
zación internacional, ya que las misiones permanentes
no están acreditadas ante el Estado huésped y es esencial
asegurar su libertad de acción. Sin embargo, el Estado
huésped puede verse ante una situación intolerable si
un miembro de una misión permanente comete una
infracción de carácter penal; si no se prevé algún recurso,
el individuo de que se trata podrá continuar cometiendo
infracciones penales y permanecer indefinidamente
en el territorio del Estado huésped.

71. El problema es muy real y por desgracia pueden
citarse ejemplos ocurridos en la práctica. En conse-
cuencia, procede incluir alguna disposición en el presente
proyecto que armonice la protección del Estado huésped
con la libertad de la misión permanente. Sugiere por
ello la adición del siguiente texto como párrafo 3 del
artículo 44:

« 3. En caso de violaciones graves o repetidas
de las leyes o reglamentos penales del Estado huésped
por una persona que goce de la inmunidad de jurisdic-
ción penal del Estado huésped en virtud de la presente
Convención, el Estado que envía, previa notificación
de ello por la Organización, retirará a dicha persona
de la misión permanente. »

72. El alcance de este párrafo se limita a dos tipos
de violaciones de derecho penal. El primero es el de
las infracciones graves, que en los países de common
law comprenden delitos graves tales como los de homi-
cidio y las infracciones de las disposiciones legales en
materia de estupefacientes. El segundo tipo es el de
las violaciones reiteradas; un ejemplo evidente es el
de las infracciones de los límites de velocidad u otras
normas de la circulación que, si se repiten con fre-
cuencia, pueden tener efectos acumulativos muy graves.
73. Su propuesta permitirá mantener el principio de
que no es aplicable el concepto de persona non grata;
en efecto, invertirá todo el procedimiento a fin de ase-
gurar la independencia de la misión permanente. Una
importante característica de su propuesta es que la
Organización deberá hacer una notificación al Estado
que envía; este requisito proporcionará una protección
básica contra el abuso de la disposición por el Estado
huésped.

8 Véase Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 500, pág. 174,
artículo 41.

74. Reconoce que tal disposición impondrá una carga
adicional a las organizaciones internacionales, y tal
vez sea preciso estudiar la cuestión de si es necesario
instituir un procedimiento especial. El Relator Especial
ha presentado ya un artículo general sobre la cuestión
de las consultas, pero acaso sea necesario introducir
una cláusula más formal y concreta sobre las consultas
que regule el presente caso.

75. A menos que se prevea algún tipo de recurso para
la situación que ha mencionado, es muy improbable
que los Estados huéspedes de organizaciones inter-
nacionales acepten el proyecto de artículos y, sin tal
aceptación, todo el proyecto sería inútil.

Se levanta la sesión a las 13 horas.

998.a SESIÓN

Jueves 12 de junio de 1969, a las 15AO horas

Presidente: Sr. Nikolai USHAKOV

Presentes: Sr. Bartos, Sr. Bedjaoui, Sr. Castañeda,
Sr. Castren, Sr. El-Erian, Sr. Eustathiades, Sr. Ignacio-
Pinto, Sr. Kearney, Sr. Nagendra Singh, Sr. Ramanga-
soavina, Sr. Ruda, Sr. Tabibi, Sr. Tammes, Sr. Tsuruoka,
Sr. Ustor, Sir Humphrey Waldock, Sr. Yasseen.

Relaciones entre los Estados
y las organizaciones internacionales

(A/CN.4/218/Add.l; A/CN.4/L.137)

[Tema 1 del programa]
(continuación)

ARTÍCULO 44 (Obligación de respetar las leyes y los
reglamentos del Estado huésped)1 (continuación)

1. El PRESIDENTE invita a la Comisión a continuar
el examen del artículo 44 del cuarto informe del Relator
Especial (A/CN.4/218/Add.l) y de la enmienda pre-
sentada por el Sr. Kearney2.

2. El Sr. NAGENDRA SINGH dice que el Relator
Especial ha obrado acertadamente al seguir el artículo 41
de la Convención de Viena sobre relaciones diplo-
máticas 3 y omitir el párrafo 2, que no es pertinente.

3. Lo que se pone de relieve en el párrafo 2 del texto
del Relator Especial es que los locales de la misión
permanente no deben ser utilizados de manera incom-
patible con sus funciones en relación con la Organiza-
ción internacional ante la cual esté acreditada. Esto
se podría aclarar introduciendo las palabras « en rela-
ción con la Organización internacional de que se trate »
después de las palabras « funciones de la misión per-
manente ». El orador no propone esto como enmienda

1 Véase la sesión anterior, párr. 67.
2 Ibid., párr. 71.
3 Véase Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 500, pág. 174.



998.a sesión — 12 de junio de 1969 43

formal; es sólo un detalle de redacción que podría
estudiar el Comité de Redacción.
4. El Sr. Kearney ha planteado una cuestión perti-
nente y, en general, el Sr. Nagendra Singh está de
acuerdo con su opinión. Hay tres medios de resolver
el problema: uno, aceptando la enmienda del
Sr. Kearney; otro, abordando el problema en el
artículo 49, relativo a consultas (tal vez sea ésta la
mejor solución); y un tercero, prescindiendo del prin-
cipio de la inmunidad absoluta, como se ha hecho en
el proyecto sobre misiones especiales 4, y permitiendo
que se aplique el derecho penal del Estado huésped en
los casos de actos que acarrean la responsibilidad penal
de personas que disfrutan de privilegios e inmunidades
en virtud de la Convención. Es cierto que esta solución
será desagradable para muchos, pero la limitación de
la inmunidad absoluta a las actividades relacionadas
con las funciones de una persona en cuanto miembro
de la misión permanente puede redundar en interés de
la comunidad.

5. El Sr. TABIBI apoya plenamente la idea en que
se funda el artículo 44 y la forma que le ha dado el
Relator Especial. Es adecuado incluir en el presente
proyecto la norma general del artículo 41 de la Conven-
ción de Viena sobre relaciones diplomáticas de modo
que exista un equilibrio entre los privilegios e inmuni-
dades concedidos a los diplomáticos en la diplomacia
bilateral y en la multilateral.

6. Aunque el Sr. Tabibi comparte plenamente la
inquietud del Sr. Kearney, duda que la solución que
ha sugerido sea la mejor. La adopción de la cláusula
que ha propuesto plantearía dificultades en lo que se
refiere a la aplicación de la norma en vigor con arreglo
a la Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas.
El papel de un diplomático que forma parte de una
misión permanente es, en muchos aspectos, idéntico
al de un diplomático en la diplomacia bilateral; la
única diferencia es que ejerce el cargo a título diferente.
Además, en muchos casos, el jefe de una misión diplo-
mática es también miembro de la misión permanente
de su país ante una organización internacional. En
tales casos, sería difícil determinar qué norma debería
aplicarse.

7. La redacción de la enmienda propuesta por el
Sr. Kearney suscita también ciertos problemas. Por
ejemplo, las palabras « en caso de violaciones graves »
implica la definición de lo que sea una violación grave,
pero no se da ninguna indicación con respecto a quién
corresponde la facultad de definir. Si corresponde
al Estado huésped, la violación de sus leyes o regla-
mentos penales podría utilizarse por dicho Estado como
pretexto para obtener que, por motivos políticos, se
retire a un diplomático de una misión permanente.

8. El Sr. Tabibi se pregunta, además, si es oportuno
que un diplomático que forma parte de una misión
permanente sea retirado al recibirse una notificación
de la Organización misma. Tal disposición se apar-
taría de la práctica aceptada y crearía un precedente.

4 Véase Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1967,
vol. II, págs 379 y 381, artículos 41 y 48.

Antes de notificar al Estado que envía las violaciones
graves o reiteradas de las leyes del Estado huésped por
un miembro de su misión permanente, la Organización
tendría que juzgar la gravedad de esas infracciones y
esto modificaría la condición jurídica de la Organiza-
ción. No es fácil conciliar el prestigio de la Organización
a los ojos de sus miembros con el deber de notificar a
los miembros la necesidad de retirar a uno o más de
sus representantes diplomáticos.

9. El artículo 44, en su forma actual, resulta equili-
brado y proporciona al Estado huésped, las debidas
salvaguardias.

10. El Sr. BEDJAOUI está totalmente de acuerdo
con la forma en que el Relator Especial ha redactado
y presentado el texto del artículo 44, pero duda de la
utilidad de la frase final del párrafo 2: «o en los acuerdos
particulares que estén en vigor entre el Estado que
envía y el Estado huésped ».

11. Hay que reconocer que esa frase figura en los
artículos correspondientes de la Convención de Viena
sobre relaciones diplomáticas y en el proyecto sobre
misiones especiales, pero esos dos textos tratan funda-
mentalmente de las relaciones bilaterales entre Estados.
Es preciso admitir también que en el caso de una misión
permanente ante una organización internacional pueden
existir acuerdos particulares entre el Estado que envía
y el Estado huésped, pero tales acuerdos probablemente
tendrían por objeto las relaciones entre ambos Estados
y, por tanto, no podrían regir las relaciones multi-
laterales. Además, con aquella frase parece que se
vuelve sobre una cuestión ya resuelta en el artículo
anterior, puesto que la mayoría de los miembros de
la Comisión aceptó la propuesta del Relator Especial
de suprimir en el artículo 43 toda referencia a la
reciprocidad.

12. Por lo que respecta a la enmienda del Sr. Kearney,
comparte el parecer de los dos oradores anteriores :
el problema existe y es muy real, especialmente ahora
que hay tantas organizaciones internacionales y tantos
representantes de los Estados ante esas organizaciones.
Por ello debería examinarse atentamente el texto pro-
puesto.

13. Además del riesgo de abuso por parte del Estado
huésped, aspecto señalado por el propio Sr. Kearney,
hay otro peligro : el de error de dicho Estado. Puesto
que el representante acusado goza de inmunidad de
jurisdicción, no podría ser llevado ante un tribunal
y, por tanto, ¿qué autoridad determinaría su culpa-
bilidad? Una investigación preliminar no constituye,
sin duda, una garantía contra el error.

14. Con arreglo a la enmienda del Sr. Kearney, la
Organización interviene hasta cierto punto entre el
Estado huésped y el Estado miembro de cuyo represen-
tante se sospecha, puesto que la Organización es quien
hace la notificación y, después de ésta, el Estado que
envía ha de retirar a su representante. En la práctica,
la Organización se limitaría a transmitir la protesta
del Estado huésped al Estado que envía; es dudoso
que dispusiera de los medios necesarios para hacer
una investigación. La enmienda no proporciona, pues,
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protección suficiente al Estado que envía y su aplica-
ción suscitaría graves dificultades.
15. El problema que el Sr. Kearney trata de resolver en
su enmienda quizá podría resolverse en el artículo 49,
mediante las consultas entre el Estado que envía, el
Estado huésped y la Organización, que dicho artículo
hace obligatorias con respecto a cualquier cuestión
relativa a la aplicación de los artículos del proyecto
y, en particular, del artículo 44.

16. El Sr. IGNACIO-PINTO dice que el artículo 44
responde a una verdadera necesidad, puesto que los
miembros de las misiones permanentes pueden a veces
observar una conducta no irreprochable y algunos
de ellos podrían comportarse de manera que el Estado
considerase intolerable. La solución del problema
tal vez se halle en la idea de que el representante de
un Estado ante una organización internacional se
encuentra en la misma situación que un diplomático
en las relaciones bilaterales entre Estados. En tal caso,
probablemente es innecesario ir más allá de la idea
general expresada en el artículo 44, cuya última frase
podría suprimirse, como ha sugerido el Sr. Bedjaoui.
17. No se opone al espíritu de la enmienda del
Sr. Kearney, pero, pensándolo bien, resulta difícil
concebir cómo podría hacerse a la Organización res-
ponsable de notificar al Estado que envía que debe
retirar a un miembro de su misión permanente. Lo
que se necesita es una solución equivalente a una decla-
ración de persona non grata en las relaciones diplo-
máticas. Quizá el Sr. Kearney podría explicar el proce-
dimiento por el que su Gobierno ha podido lograr
la salida casi inmediata de ciertas personas del territorio
de los Estados Unidos. Los métodos ya utilizados
en la práctica podrían ayudar a la Comisión a hallar
una solución.

18. El Sr. CASTREN aprueba el texto del artículo 44
propuesto por el Relator Especial.
19. Por otra parte, comprende la preocupación del
Sr. Kearney; hay que proteger al Estado huésped contra
los delitos graves cometidos por miembros de misiones
permanentes. El artículo 49 dispone la celebración de
consultas en caso de dificultades derivadas de la apli-
cación del artículo 44, pero esto quizá no sea suficiente.
Por tanto, el Comité de Redacción debería examinar
con sumo cuidado la enmienda del Sr. Kearney y tratar
de hallar una fórmula que pueda ser aceptada por
todos o la mayoría de los miembros de la Comisión.
20. Por su parte, el orador desea proponer una suben-
mienda a esta enmienda por la que se disponga que,
en los casos tomados en consideración por el Sr. Kearney,
se celebren primero las consultas obligatorias en virtud
del artículo 49; las medidas indicadas en el nuevo
párrafo 3 del Sr. Kearney sólo se adoptarían si estas
consultas no dieran ningún resultado.

21. El Sr. CASTAÑEDA dice que la enmienda del
Sr. Kearney se refiere a un problema sumamente grave
que la Comisión no debe tratar de resolver en el escaso
tiempo de que dispone antes de que haya de ausentarse
el Relator Especial. Por tanto, el orador se limitará
a formular una opinión provisional.

22. En primer término, todas las cuestiones que se
relacionan con el arreglo pacífico de controversias
entre Estados son muy delicadas; hasta ahora, ninguno
de los órganos de las Naciones Unidas que han examinado
el problema ha logrado encontrar una verdadera solu-
ción. Cuando una organización internacional interviene
en una controversia, la situación se complica aún más.

23. La enmienda del Sr. Kearney tiene el mérito de
poner el problema de relieve y de tratar de darle solución.
No concede al Estado huésped un derecho de expulsión,
ni le deja tampoco en la situación de no poder actuar
cuando un miembro de una misión permanente cometa
infracciones graves o reiteradas.

24. No obstante, el Sr. Castañeda apoya el criterio
del Sr. Bedjaoui de que, aunque exista un peligro de
abuso, es aún mayor el peligro de que el Estado huésped
cometa un error. Por otra parte, con arreglo a la en-
mienda, aunque ello no se declare expresamente, quien
deberá determinar los hechos y tomar una decisión
es la Organización internacional, puesto que a ella
corresponde notificar al Estado que envía. Pero, ¿cuál
es el órgano de la Organización internacional que
deberá actuar en tal caso? Si se trata de un órgano
integrado por Estados, puede ofrecer una garantía
suficiente, pero, si se trata de la secretaría, quizá muchos
países no estén dispuestos a encomendarle tal función.
Sería una responsabilidad demasiado grande para una
secretaría.

25. Un defecto aún más grave de la enmienda del
Sr. Kearney es que no se consulta al Estado que envió
al representante incriminado, y esa consulta es indis-
pensable. El artículo 49, en el que se disponen consultas
entre el Estado que envía, el Estado huésped y la Orga-
nización por lo que respecta a la aplicación del artículo 44,
ofrece las mejores garantías para todos. En este artículo
se instituye un procedimiento nuevo que no entraña
ninguna solución imperativa, pero sí la obligación
de celebrar consultas.

26. Quizá podrían combinarse ambas ideas, la conte-
nida en la enmienda del Sr. Kearney y la del artículo 49,
tomando las consultas como base del arreglo. Si las
consultas conducen a un acuerdo entre las tres partes
acerca de los hechos de que se acusa al representante,
el Estado que envía retirará al representante. Difícilmente
podría establecerse un mecanismo independiente por
el que pudiera expulsarse al representante en el caso
de que fracasaran las consultas.

27. El Sr. YASSEEN pone de manifiesto que la
Comisión debe conciliar los intereses del Estado que
envía, del Estado huésped y de la Organización. Es
justo y lógico que se protejan los intereses vitales y
legítimos del Estado huésped, y no puede exigírsele
que acepte la permanencia en su territorio de un miembro
de una misión permanente que infringe sus leyes.

28. Para la mayoría de los artículos, la Comisión se
ha basado, con razón, en la analogía con las relaciones
diplomáticas. Esa analogía también debe aplicarse
al caso de que trata el artículo 44; el perjuicio que
sufra el Estado huésped no será menor si quien viola
su ley interna es miembro de una misión permanente
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ante una organización internacional, que si es miembro
de una misión diplomática. Además, el miembro de
una misión permanente que abusa de sus privilegios
e inmunidades no sólo perjudica a las relaciones bila-
terales entre dos Estados sino que también perjudica
a la propia Organización, lo que es aún más grave.
29. La enmienda del Sr. Kearney es muy útil. La
idea de recurrir a la Organización es buena, equivale a
pedirle su arbitraje o, por lo menos, sus buenos oficios.
Pero es evidente que no puede confiarse a la secretaría
de la Organización una responsabilidad tan grave en
cuestiones que suelen ser de naturaleza esencialmente
política. La solución puede consistir en hacer intervenir
a los órganos competentes de la Organización, pero
el procedimiento que se adopte dependerá de la cons-
titución o de los estatutos de la Organización.
30. El problema exige un estudio muy detenido y
no sería sensato tratar de solucionarlo en el breve
tiempo que queda para examinar las secciones III y IV
del proyecto.
31. El Sr. EUSTATHIADES dice que el problema
es de gran importancia y que la Comisión, aun en el
caso de que no pueda adoptar una decisión definitiva,
debe por lo menos dar cierta orientación general al
Relator Especial antes de su partida.
32. Con respecto al párrafo 2, comparte las dudas
del Sr. Bedjaoui acerca de la conveniencia de incluir
la cláusula final.
33. Por otra parte, se pronuncia enteramente en favor
de la enmienda sugerida por el Sr. Kearney; en todo caso,
el proyecto debe contener una disposición que se refiera
al caso previsto en esa enmienda. No prueba nada el
hecho de que la Convención de Viena sobre relaciones
diplomáticas no diga nada sobre la cuestión, puesto
que en las relaciones bilaterales los Estados terminan
siempre por llegar a un arreglo; además, el Estado
receptor tiene como último recurso la declaración de
persona non grata. No puede concederse un derecho
similar al Estado huésped con respecto a los represen-
tantes permanentes ante una organización internacional.
La enmienda del Sr. Kearney tiene la gran ventaja de
establecer la responsabilidad del Estado que envía
por el comportamiento de sus representantes. El punto
débil de la enmienda es la cuestión de determinar las
violaciones graves, lo cual, al parecer, sería atribución
del Estado huésped.
34. Para subsanar esa deficiencia podría modificarse
el propuesto párrafo 3 de modo que el mecanismo
previsto entre en funcionamiento cuando una persona
que goce de la inmunidad de jurisdicción penal en el
Estado huésped « se vea envuelta en actividades que
puedan constituir violaciones graves de las leyes o los
reglamentos del Estado huésped ». De todos modos,
y aun cuando se formule así la disposición, el punto
de partida sería siempre una queja presentada por el
Estado huésped.
35. El problema no incumbe exclusivamente al Estado
que envía y al Estado huésped, sino que interesa también
a la Organización, que no puede mantener en su seno
a personas sospechosas. En consecuencia, es lógico
que se haga intervenir en la cuestión a la Organización

internacional. Pero el procedimiento de notificación
por parte de la Organización, ¿sería puramente admi-
nistrativo o entrañaría, como parecen concebirlo varios
miembros, una investigación que aquélla habría de
llevar a cabo? Acaso la solución consista en que el
Estado huésped haga su petición « previa consulta con
la Organización, en caso necesario », lo cual estará
en armonía con las disposiciones del artículo 49 rela-
tivas a las consultas obligatorias en determinados
casos, entre ellos los relativos a la aplicación del
artículo 44.
36. Algunos oradores han señalado un peligro más
en la enmienda propuesta por el Sr. Kearney : la cuestión
del órgano de la Organización internacional llamado
a intervenir. No cree que necesariamente tenga que
ser la secretaría. Este problema volverá a plantearse
cuando la Comisión se ocupe del artículo 49; será
necesario entonces definir qué se entiende por la « Orga-
nización ». La Comisión no debe, pues, detenerse por
ahora ante esta dificultad.

37. El Sr. RAMANGASOAVINA está dispuesto
a aprobar el artículo 44, aunque tiene que hacer algunos
comentarios sobre el texto, particularmente sobre la
última frase del párrafo 2, « o en los acuerdos parti-
culares que estén en vigor entre el Estado que envía
y el Estado huésped»; tales acuerdos particulares
deben ser muy raros.
38. Es absolutamente natural que, después de enu-
merar los derechos de los miembros de las misiones
permanentes, se recuerde su deber de respetar las leyes
y los reglamentos del Estado huésped; debe ponerse
en claro que, a pesar de los privilegios e inmunidades
de que gozan, no están por encima de la ley. Han ocu-
rrido casos en que los miembros de las misiones perma-
nentes no han observado las leyes o los reglamentos
del Estado huésped y por ello hay que incluir disposi-
ciones que rijan tales situaciones, que son perjudiciales
para las buenas relaciones entre los Estados.
39. Si, como parece, se debe excluir la diplomacia
bilateral, tal vez haya que buscar la solución en el
artículo 49, a condición de que en el comentario se
explique cómo va a funcionar el sistema propuesto
de consultas tripartitas. Es esencial evitar cualquier
solución susceptible, a su vez, de ser fuente de abusos.
Al igual que otros oradores, estima que convendría
adoptar un sistema de consultas, que se entablarían,
a instancia del Estado huésped, entre éste, el Estado
que envía y la Organización interesada.

40. El Sr. BARTOS dice que se trata de una cuestión
importante. Se ha planteado ante la Asamblea General
de las Naciones Unidas en diversas ocasiones, cuando
los Estados Unidos han pedido que abandonen el
país ciertos miembros de una delegación o determinados
funcionarios de las Naciones Unidas. La cuestión de
la libertad de que disfrutan los miembros de una misión
acreditada ante una organización internacional o los
funcionarios de una organización se planteó también
cuando se concertó un tratado entre las Naciones
Unidas y los Estados Unidos acerca de los nacionales
de países con los cuales se encontraban en conflicto
armado los Estados Unidos. Se decidió que estas per-
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sonas tendrían que residir en el territorio internacional
cedido a las Naciones Unidas; no se dio a los Estados
Unidos el derecho a pedir al Secretario General que
expulsara a esas personas del territorio norteamericano.
41. Debe también tenerse en cuenta el caso de los
diplomáticos acreditados al mismo tiempo ante un
Estado y ante una organización internacional. Hay
quienes sostienen que los deberes de las dos funciones
son completamente diferentes. Debería también esta-
blecerse una distinción entre lo que es un auténtico
delito y lo que meramente puede calificarse como tal.
Asimismo, en lo que se refiere al derecho penal, muchos
países distinguen entre infracciones administrativas
e infracciones penales; pero la enmienda utiliza también
la palabra « reglamentos », lo cual va en contra del
principio fundamental del derecho penal comparado
y, en especial, de los pactos de las Naciones Unidas
que establecen el principio « nulla pœna sine lege »
No cabe la existencia de un delito en virtud de normas
administrativas (« reglamentos »).
42. Hay también la cuestión de la notificación de
una petición de abandonar el territorio del Estado
huésped y del órgano de la Organización internacional
que está llamado a hacerla. Sería difícil exigir a un
nuevo órgano administrativo que la haga, puesto que
ello equivaldría a darle facultades para decidir si ha
habido o no una violación grave y conferirle atribuciones
judiciales en una controversia entre Estados, compe-
tencia que la Carta reserva a otro órgano de las Naciones
Unidas.
43. La idea en que se basa la enmienda del Sr. Kearney
es acertada, puesto que es de todo punto legítimo pro-
teger al Estado huésped, que con frecuencia se ve expuesto
a peligros por causa de personas protegidas por la
inmunidad diplomática. En realidad, hay una tendencia
en el derecho internacional moderno a considerar
que los privilegios e inmunidades diplomáticos no
se conceden en interés de las personas que los disfrutan,
sino en interés de la comunidad internacional. No
obstante, la Conferencia de Viena de 1961 se mostró
reacia a distinguir entre inmunidad puramente personal
e inmunidad esencialmente funcional.
44. En consecuencia, debe darse forma práctica a
la idea mediante una solución razonable y equilibrada
que permita impedir que los miembros de las misiones
permanentes cometan abusos perjudiciales para las
relaciones internacionales y que al mismo tiempo
proteja los intereses de las partes interesadas sin correr
el riesgo de complicar a las organizaciones internacionales.
Tal vez la solución consista en consultas tripartitas,
pero la Comisión debe examinar muy atentamente esta
institución.

45. El Sr. RUDA dice que, en el caso al que se refiere
la enmienda del Sr. Kearney, están en pugna dos valores :
la necesidad de mantener los privilegios e inmunidades
del personal diplomático de una misión permanente
y el interés legítimo del Estado huésped de no tener
personas indeseables en su territorio. Es difícil llegar
a un equilibrio entre esos dos intereses.
46. Como norma básica se podría estipular que, en
el caso de violaciones graves o reiteradas de las leyes

o reglamentos penales del Estado huésped, el Estado
que envía debe retirar al diplomático de que se trate.
Pero persiste el problema del mecanismo por el cual
se puede lograr este resultado.

47. Para esto se abren tres caminos: no hay ni que
pensar en adoptar el primero, consistente en dejar el
asunto enteramente en manos del Estado huésped,
porque daría a este Estado un poder tal que podría
anular prácticamente los privilegios e inmunidades
que la Convención establece para los miembros de las
misiones permanentes. El segundo camino, es decir,
que la Organización sea la que pida al Estado que
envía el retiro del diplomático, crearía más problemas
de los que resolvería, porque sería extremadamente
difícil decidir qué órgano de la Organización habría
de asumir tal responsabilidad. El tercer camino, que
responde a la idea del Relator Especial, es el de las
consultas prescritas en el artículo 49, cuyo párrafo 1
se refiere concretamente a las cuestiones que plantea
la aplicación del artículo 44.
48. El párrafo 2 del artículo 49 se refiere a « las dispo-
siciones relativas a la solución de controversias conte-
nidas en los presentes artículos » y da a entender que,
si las consultas no llegan a una solución del problema,
se puede recurrir al procedimiento de solución de contro-
versias que figurará al final de la Convención. Aunque
quizás sean espectaculares, los conflictos originados
por la aplicación del artículo 44 no difieren esencial-
mente de los otros conflictos que pueda originar la
aplicación de la Convención; lo procedente, pues, es
que se aplique a todos el mismo mecanismo. El momen-
to de resolver el problema, por tanto, es cuando se
examine el mecanismo general de solución de contro-
versias.

49. Sir Humphrey WALDOCK sólo va a referirse
a dos cuestiones principales. En primer lugar, apoya
plenamente la propuesta del Sr. Bedjaoui relativa a
la última frase del párrafo 2 del artículo 44. Parece
inconcebible que los acuerdos particulares en vigor
entre el Estado que envía y el Estado huésped puedan
realmente afectar a la función de las misiones perma-
nentes. Podría haber acuerdos particulares derivados
de los instrumentos constitutivos de la Organización
u otros acuerdos ulteriores obligatorios para los miembros
de la Organización, pero no procede referirse a los
acuerdos particulares en vigor entre el Estado que
envía y el Estado huésped.
50. El segundo punto que desea mencionar es la cues-
tión principal que plantea la propuesta del Sr. Kearney.
Tiene entendido que la Comisión, al examinar las rela-
ciones entre los Estados y las organizaciones inter-
nacionales en el último período de sesiones, tuvo presente
ya la posibilidad de resolver mediante procedimientos
de consulta el problema planteado por el Sr. Kearney,
y el Relator Especial ha tomado esto como base. Los
procedimientos de consulta deben ser el método princi-
pal para solventar las dificultades que suscite la apli-
cación de la Convención.
51. El argumento en que se basa la propuesta
del Sr. Kearney parece ser que quizá debería existir
algún procedimiento en última instancia que reemplace
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el procedimiento normal de declaración de persona
non grata. Esta propuesta no carece de fundamento,
puesto que el Estado huésped no dispondría de ningún
recurso para aplicar una sanción efectiva, como declarar
a una persona non grata, con respecto a los miembros
de las misiones permanentes, ni tampoco podría imponer
las sanciones aplicables en las relaciones diplomáticas
normales cuando el Estado huésped considera que
una persona, a causa de su reprobable conducta, ha
dejado de ser aceptable en cuanto negociador y no puede
seguir desempeñando eficazmente sus funciones en
el Estado ante el cual está acreditada.

52. Se ha mencionado la posibilidad de abusos por
parte del Estado huésped, pero los abusos de los miembros
de misiones permanentes son igualmente posibles,
y en esta última categoría se incluyen abusos que el
Estado huésped no debe tolerar; a la memoria acuden
los casos de espionaje y de actividades políticas de carácter
ilícito realizadas por miembros de una misión permanente.
Quizás sea necesario como último recurso establecer
algún procedimiento semejante al propuesto por el
Sr. Kearney. La Comisión debería decidir si el problema
ha de resolverse reforzando las disposiciones del artícu-
lo 49 relativas a las consultas, o si es necesario prever en
este artículo, o en un artículo conexo, algún tipo de
sanción última.
53. A su entender, el Sr. Kearney propone un proce-
dimiento destinado a ser utilizado solamente como
último recurso si fracasa el procedimiento de consultas;
el procedimiento normal sería que el Estado huésped
examinara con el Estado que envía cualquier cuestión
relacionada con el comportamiento de uno de los
representantes de este último, pero no se puede pasar
por alto la posibilidad de que tales consultas fracasen
y el Estado huésped se obstine en pedir que se retire
a dicho representante. En tal caso sería conveniente
tener la posibilidad de someter formalmente la contro-
versia a un tercero, que forme parte de la Organización :
al Secretario General en el caso de las Naciones Unidas
y a algún otro funcionario de análoga categoría en el
caso de otras organizaciones internacionales. Pero la
Comisión no debería entrar en demasiados detalles del
procedimiento de cada Organización.

54. El orador se siente inclinado a admitir que es
demasiado pronto para llegar a una conclusión defi-
nitiva sobre lo que constituye un problema muy deli-
cado.
55. El Sr. USTOR dice que la cuestión planteada
por el Sr. Kearney está justificada. Sin embargo, no
está de acuerdo con él en que si el problema no se
resuelve de la manera propuesta, la Convención no será
aceptable para los Estados que desean acoger a orga-
nizaciones internacionales. La Convención enunciará
normas que estarán subordinadas a los acuerdos con-
certados entre cualquier organización internacional
y un Estado huésped, y tales acuerdos serán el marco
más adecuado para solventar cuestiones como la plan-
teada por el Sr. Kearney.
56. Sin duda podría hallarse una fórmula adecuada
para ser incluida en la Convención, pero no se dispone
de tiempo suficiente para estudiar la cuestión de modo

apropiado. Si el orador tuviera que elegir ahora, opta-
ría por el texto actual del artículo 44, por las razones
que ha aducido el Sr. Castañeda.

57. El Sr. TABIBI considera indispensable que las
organizaciones internacionales, para la protección de
sus propios intereses, no se vean envueltas en las contro-
versias entre el Estado huésped y el Estado que envía
derivadas de violaciones, o supuestas violaciones, de
las leyes del Estado huésped por un miembro de una
misión permanente. La enmienda del Sr. Kearney
plantea un problema importante que se habría de
estudiar y para el cual debería hallarse una solución;
pero es preciso poner gran cuidado debido a los abusos
que podrían producirse por ambas partes.
58. Algunas organizaciones internacionales poseen una
experiencia secular, y en su existencia han surgido
muchos casos de abusos. Se debería autorizar al Relator
Especial o a la Secretaría a que soliciten de las organi-
zaciones internacionales información sobre su expe-
riencia en tales casos y sobre los métodos que han
resultado más eficaces para resolverlos, ya sea el método
de las consultas o cualquier otro. No sería adecuado
proponer una solución hasta que se haya realizado
un estudio minucioso en ese sentido.

59. El Sr. KEARNEY se congratula de que todos
hayan reconocido que existe un grave problema y que
se debe tratar de resolverlo.
60. Desea asegurar al Sr. Ustor que no ha querido
decir que si la Convención no incluye una enmienda
en el sentido por él sugerido, no será aceptable para
los Estados huéspedes, sino que, de no hallarse solu-
ción al problema, los Estados huéspedes no aceptarían
de buen grado la Convención. No pensó nunca que
su enmienda tuviese carácter definitivo; sólo ha tratado
de señalar a la atención de la Comisión los diversos
elementos del problema.
61. Comprende también que su enmienda está ligada
al procedimiento de las consultas y que, en caso de
que fuese aceptada, sería necesario revisar las dispo-
siciones de la Convención relativas a las consultas.
Tal vez los dos elementos (el principio y el procedimiento)
se encuentren excesivamente entremezclados en su
enmienda, y convendría incluirlos separadamente:
el principio en el artículo 44 y el procedimiento para
su aplicación en el artículo 49 o en el 50. Parece haber
acuerdo general respecto del principio según el cual
si un miembro de una misión permanente viola grave
o reiteradamente las leyes del Estado huésped, debe
existir algún procedimiento para retirarlo de su terri-
torio.
62. Reconoce que tal vez la Comisión no disponga
de tiempo para elaborar los términos definitivos, pero
espera que esta cuestión se remita al Comité de Redac-
ción.

63. El Sr. STAVROPOULOS (Asesor Jurídico) dice
que la enmienda del Sr. Kearney presenta un aspecto
positivo, pero no tiene grandes posibilidades de ser
aceptada en su forma actual.
64. La Secretaría de las Naciones Unidas atribuye
gran importancia a que se mantenga o se refuerce el
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artículo 49. La necesidad de un procedimiento de consul-
tas que incluya a la Organización quedó claramente
demostrada en toda una serie de casos en los que ha
intervenido personalmente en las Naciones Unidas,
en Nueva York, en los cuales la Secretaría pudo allanar
las dificultades que surgieron entre la policía, u otras
autoridades del Estado huésped, y algunos diplomá-
ticos que ejercían su cargo en los Estados Unidos. Por
consiguiente, es razonable que se procure robustecer
la posición de la Organización. En el caso de las Naciones
Unidas, por Organización sólo puede entenderse el
Secretario General; de lo contrario, tendría que ser
la Asamblea General y a nadie puede ocurrírsele someter
a la Asamblea General un caso relativo a la conducta
de un diplomático.
65. Intervenir en estos casos no es una obligación
agradable para la Secretaría, pero la ha aceptado y
desempeñado constantemente, tanto que en ocasiones
ha podido parecer que el Estado huésped comenzaba
a ofenderse por tales « intromisiones no requeridas ».
Lo importante es que la intervención quede prevista
en la Convención; en otras palabras, que se establezca
un sistema de consultas que dé a la Organización voz
en tales asuntos. En consecuencia, espera que la
Comisión mantenga el artículo 49, ya sea en su forma
actual o en otra más firme.

66. El PRESIDENTE, que habla en calidad de miembro
de la Comisión, dice que apoya el artículo 44 en la
forma propuesta por el Relator Especial.
67. Por lo que respecta a la última frase del párrafo 2,
se halla de acuerdo con el Sr. Bedjaoui, aunque desea
recordar a la Comisión que en la Conferencia de Viena
se incluyeron estas palabras, y las precedentes, « en
otras normas del derecho internacional general »,
a petición de los países latinoamericanos, a cuyos
representantes sería preciso consultar en caso de propo-
nerse la supresión de la frase final.

68. El procedimiento establecido en el artículo 49
es a su juicio enteramente satisfactorio, y es razonable
que la Organización asuma la responsabilidad de cele-
brar consultas tripartitas. Deplora no poder apoyar
la propuesta del Sr. Kearney de que se agregue un
tercer párrafo al artículo 44, porque en su presente
forma este artículo confiere indirectamente a la Orga-
nización el poder de declarar persona non grata a un
miembro de una misión permanente.

69. Otro aspecto sumamente importante es el de la
notificación: la decisión no debe adoptarla algún órgano
secundario, un director o el Secretario General, sino
el órgano más elevado. La idea del Sr. Kearney es
buena, pero la situación por él prevista parece ya com-
prendida en el artículo 49.

70. El Sr. BARTOS dice que, aun cuando un Estado
puede recurrir al procedimiento de declarar a alguien
persona non grata, no puede excluir de su territorio a
un diplomático extranjero acreditado ante una orga-
nización internacional; lo único que podrá hacer es
privarle de su calidad de diplomático acreditado ante
el Estado huésped. Ahora bien, si la sede de la Organiza-
ción se halla en el territorio de tal Estado, se podría

considerar que se privaba a éste de un derecho del
cual goza frente al representante de otro Estado, ya que
no puede obligarle a abandonar su territorio. Personal-
mente el Sr. Bartos planteó esta cuestión en la Confe-
rencia de Viena, pero la mayoría rehusó resolverla por
estimar que el interés de la Organización prevalece
sobre el del Estado huésped.

71. El Sr. EL-ERIAN (Relator Especial) señala que
hay acuerdo general en cuanto a la necesidad de un
artículo por el que se establezca que los miembros de
las misiones permanentes tienen el deber de respetar
las leyes y los reglamentos del Estado huésped. Ese
artículo debe conciliar el derecho de esos miembros
a disfrutar de sus privilegios e inmunidades y su deber
de respetar las leyes del Estado huésped. Debe dejar
bien sentado que, si bien en muchos aspectos dichos
miembros gozan de inmunidad de la jurisdicción del
Estado huésped, están sometidos a sus leyes; esta
situación se revela claramente en el caso de renuncia
a la inmunidad, que pone en marcha el mecanismo de
aplicación práctica de las leyes.
72. El Sr. Bedjaoui ha propuesto, y su propuesta ha
obtenido el apoyo de varios miembros, la supresión
de la frase « o en los acuerdos particulares que estén
en vigor entre el Estado que envía y el Estado huésped »
al final del párrafo 2, fundándose en que es más propia
de las relaciones bilaterales. Esta frase, como ha señalado
el Presidente, se incluyó en la Convención de Viena
sobre relaciones diplomáticas para dar satisfacción a
un grupo de Estados que habían celebrado acuerdos
particulares sobre la cuestión que es objeto de este
párrafo.
73. Sir Humphrey Waldock ha señalado que procede
remitirse a tales acuerdos si se refieren a organizaciones
internacionales, pero no en otro caso, ya que de lo
contrario se introduciría un elemento de diplomacia
bilateral en la estructura del artículo. En consecuencia,
el Comité de Redacción ha de escoger entre suprimir
todo el pasaje, en vista de que se halla comprendido
en una de las disposiciones generales que figuran al
comienzo del proyecto de artículos, o mantener la refe-
rencia a los acuerdos particulares, pero suprimiendo
las palabras « entre el Estado que envía y el Estado
huésped ».
74. Comprende las razones de la enmienda del
Sr. Kearney, que plantea el problema, umversalmente
reconocido, que deriva de la falta de un procedimiento
de declaración de persona non grata en el caso de los
miembros de misiones permanentes. La enmienda,
como ha señalado Sir Humphrey Waldock, tiene por
objeto reemplazar dicha institución en los casos extremos
en que se hayan producido graves y reiteradas violaciones
de las leyes del país huésped. Pero, aunque los miembros
están de acuerdo con la idea en que se inspira la enmienda,
reconocen la dificultad de redactar un texto satisfactorio.
75. La opinión general es que la cuestión debería
examinarse en relación con el artículo 49 y se han for-
mulado sugerencias para reforzar ese artículo. El
artículo 49 prevé la celebración de consultas entre el
Estado que envía, el Estado huésped y la Organización
sobre todas las cuestiones cotidianas que puedan plan-
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tearse en la práctica en sus relaciones mutuas. En vista
de ello, la mención de « Organización » sólo puede
denotar al Secretario General o al funcionario ejecutivo
principal, como se indica expresamente en el párrafo 4
del comentario a dicho artículo. Sólo el Secretario General
puede ejercitar el tipo de diplomacia discreta necesaria
para que la Organización desempeñe su función de
enlace entre el Estado huésped y el Estado que envía
al resolver cuestiones prácticas que no llegan a cons-
tituir una controversia formal.
76. El párrafo 2 del artículo 49 constituye una salvedad
merced a la cual, si las consultas no tienen éxito, se
puede recurrir a cualquier otro mecanismo que se
establezca para la solución de las controversias formales.
El artículo en su conjunto tiene por objeto resolver
las dificultades prácticas que surgen en la diplomacia
multilateral por faltar las instituciones que existen en
la diplomacia bilateral.
77. Sugiere que el artículo 44 se remita al Comité de
Redacción, que deberá examinar también la cuestión
suscitada por el Sr. Kearney acerca de la posibilidad
de tratar separadamente el principio y el mecanismo
previstos en su enmienda: el principio en el artículo 44
y el mecanismo en el artículo 49.

78. El PRESIDENTE propone que el artículo 44,
juntamente con la enmienda del Sr. Kearney, se remitan
al Comité de Redacción, en los términos indicados
por el Relator Especial.

Así queda acordado 5.

Se levanta la sesión a las 18 horas.

5 Véase reanudación del debate en el párr. 1 de la 1024.a sesión.

999.a SESIÓN

Viernes 13 de junio de 1969, a las 10JO horas

Presidente: Sr. Nikolai USHAKOV

Presentes: Sr. Bartos, Sr. Bedjaoui, Sr. Castañeda,
Sr. Castren, Sr. El-Erian, Sr. Eustathiades, Sr. Ignacio-
Pinto, Sr. Kearney, Sr. Nagendra Singh, Sr. Raman-
gasoavina, Sr. Ruda, Sr. Tabibi, Sr. Tammes, Sr. Tsu-
ruoka, Sr. Ustor, Sir Humphrey Waldock, Sr. Yasseen.

Relaciones entre los Estados
y las organizaciones internacionales

(A/CN.4/218/Add.l)

[Tema 1 del programa]
(continuación)

ARTÍCULO 45

1.
Artículo 45

Actividades profesionales

2. El PRESIDENTE invita a la Comisión a examinar
el artículo 45 que figura en el cuarto informe del Relator
Especial (A/CN.4/218/Add.l). Puesto que ningún miem-
bro desea formular comentarios al respecto, propone
que se remita el artículo 45 al Comité de Redacción.

Así queda acordado1.

ARTÍCULO 46

3.
Artículo 46

Modos de terminación

El representante permanente y los miembros del personal diplo-
mático de la misión permanente no ejercerán en el Estado huésped
ninguna actividad profesional o comercial en provecho propio.

Las funciones del representante permanente o de los miem-
bros del personal diplomático de la misión permanente termi-
narán principalmente:

a) Cuando el Estado que envía comunique que las funciones
del representante permanente o de los miembros del personal
diplomático de la misión permanente han llegado a su término;

b) Cuando el Estado que envía deje de ser miembro de la
Organización de que se trate, o cuando haya sido suspendido o
hayan sido suspendidas sus actividades en esa Organización.

4. El Sr. EL-ERIAN (Relator Especial) dice que el
apartado b se refiere a tres casos en los que la función
de una misión permanente termina como resultado de
acontecimientos relativos a la participación del Estado
que envía en la Organización. El primero es el caso
de la terminación o retiro, previsto en los instrumentos
constitutivos de muchas organizaciones. El segundo
es el caso de la suspensión de un miembro, reglamen-
tado también, por lo general, en los instrumentos cons-
titutivos. El tercero es el caso de la suspensión, por el
Estado que envía, de sus actividades en la Organización,
en virtud de una decisión unilateral de dicho Estado.
Como el Relator explica en el párrafo 2 del comentario,
el tercer caso ha sido sugerido por el ejemplo de Indo-
nesia entre el 1,° de enero de 1965 y el 28 de septiembre
de 1966. Las medidas adoptadas por Indonesia en
aquella ocasión, y el cierre de su misión en Nueva York,
se interpretaron no como un retiro de las Naciones
Unidas, sino como una suspensión de su participación
en las actividades de la Organización.

5. El artículo 46 no prevé la posibilidad de que el
gobierno del Estado huésped pida que una persona
que goce de privilegios e inmunidades abandone el
territorio de ese Estado. Como se señala en el párrafo 4
del comentario, la única Convención que contiene una
disposición en tal sentido es la Convención sobre los
privilegios e inmunidades de los organismos especializa-
dos 2. No existe una disposición similar en la Convención
sobre los privilegios e inmunidades de las Naciones
Unidas ni en ningún acuerdo de sede. Además, en las
respuestas de los asesores jurídicos de los organismos
especializados se indica que no se ha planteado nunca
un caso en el cual se haya aplicado la disposición per-
tinente de la Convención sobre los privilegios e inmu-
nidades de los organismos especializados. No se ha
solicitado nunca la retirada de un representante per-

1 Véase reanudación del debate en el párr. 1 de la 1025.a sesión.
2 Véase Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 33, pág. 336,

sección 25.


